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  1. EXPLICACIÓN SOBRE EL PROYECTO LA NOBLE IGUALDAD


  1. ¿Cuál es el objetivo del libro?


  Este libro intenta explicar los derechos más importantes que todos los habitantes de este país tenemos y cómo hacerlos respetar. Si comprendemos cuáles son nuestros derechos y cómo funcionan, seremos un poco más libres de lo que somos hoy.


  2. La gente no puede ignorar las reglas que afectan su vida cotidiana.


  Actualmente vivimos en un país —supuestamente— democrático y liberal en el que, a través de los medios de comunicación, todos los ciudadanos tienen acceso a toda la información que quieran conocer sobre lo que pasa en el país y sobre los temas que afectan su vida cotidiana. Por ejemplo, la gente puede saber quién ganó la elección a presidente, si se sanciona una ley nueva que sube o baja un impuesto que le afecta “el bolsillo”, cómo está la seguridad en su barrio, si los trenes andan o no y muchísimas otras cosas muy importantes.


  Sin embargo, “acceder” a la información no es suficiente para “comprender” esa información. No basta con acceder… Para saber cómo organizar nuestra vida, a quién votar, decidir si queremos criticar o festejar una decisión del presidente, los legisladores, los jueces, los empresarios o un vecino, es necesario comprender la información que nos brindan los medios de comunicación.


  Todo lo que ocurre en el país tiene un costado legal que no todos conocen ni comprenden. Por ejemplo, en los diarios, la televisión e internet se discute si es justo que un chico de 14 años que mata al robar vaya preso (recordemos que por ley la edad mínima para ir preso por cometer un delito es 16 años). Como el tema se instala en los medios, la gente toma una postura sin saber qué dicen la Constitución y las leyes al respecto. Luego, en los bares y en las casas de familia se escuchan opiniones de ambos bandos:


  Bando 1


  “¡El que mata a otro en un robo tiene que ir preso! No importa si es un adulto de 40 o un pibe de 14. Para terminar con la inseguridad, hay que meter presos a todos los delincuentes…”


  Bando 2


  “¿Cómo puede ser que quieran meter preso a un pibe de 14 años? ¡Es casi un niño…! Un chico de 14 años que comete un delito lo hace porque no tiene educación ni contención afectiva (o porque está bajo el efecto de la droga que le dan los adultos).”


  Estas discusiones son importantes para todos porque afectan nuestra vida cotidiana y nos definen como personas. Y son tan importantes que es necesario que comprendamos qué dicen las leyes al respecto y cuáles son los valores que están detrás de esta discusión.


  La gente, entonces, tiene acceso a lo que ocurre en el país, pero nunca será verdaderamente libre hasta que comprenda lo que ocurre y por qué ocurre. Sólo así podrá pensar, tomar una buena decisión y reaccionar al respecto.


  También es cierto que los medios no se esfuerzan demasiado para que la gente comprenda los problemas. Sólo muestran la “cara policial” de los problemas y prefieren mostrar cómo se cometió un asesinato o un robo antes que explicar qué dice el Código Penal sobre lo que pasó, si el acusado está “justa o injustamente” detenido, qué dice la Constitución Nacional sobre los derechos que tienen los acusados de un delito y muchas otras cosas importantes.


  El problema de todo esto es que la gente queda enredada en las noticias policiales y nunca llega a entender los problemas de fondo.


  Esta es una buena oportunidad para comenzar a explicar cómo funcionan las leyes, cuáles son nuestros derechos y cómo podemos defendernos de actos arbitrarios, injustos e ilegales.


  3. La ley no es física cuántica, no es compleja. Todo lo contrario.


  La ley es un invento creado por el ser humano para poder vivir pacíficamente en sociedad. El hombre creó la ley para no resolver todas las discusiones por la fuerza y para resolver problemas y preguntas tremendamente importantes para su vida. Por ejemplo, el hombre inventó las leyes que crearon el Estado (o sea, estas leyes fueron las que inventaron la idea de un país con fronteras, un ejército para defenderlas, un idioma, un presidente y con muchas otras características que hacen que exista ese Estado). El ser humano inventó esta ley que creó el Estado simplemente para responder a la siguiente pregunta: ¿quién nos protegerá de un ladrón en mi barrio o de una invasión de un país extranjero que quiera matarnos a todos y quedarse con nuestra tierra? Así fue cómo el hombre inventó las leyes que crean un Estado con el poder de tener una policía armada que cuide las calles y un ejército armado que cuide las fronteras de un posible invasor.


  Así, fueron surgiendo otras preguntas. Por ejemplo: ¿cómo hacemos para que el Estado pueda comprar armas para dárselas a la policía y al ejército? (no tiene sentido tener una policía y un ejército que nos defienda con gomeras, ¿verdad?). Así fue cómo el hombre inventó la ley que creó los impuestos que todos los ciudadanos están obligados a pagar al Estado para que este tenga dinero y pueda mantener a su policía y a su ejército.


  Como se ve, el hombre se fue haciendo preguntas e inventando reglas para responder y resolver los desafíos que esas preguntas y necesidades le presentaban.


  El Derecho es intuitivo y simple. En contadas ocasiones puede volverse complejo, pero nunca debería volverse oscuro. Si los abogados construimos argumentos o explicaciones legales que el común de la gente no puede comprender fácilmente, entonces esas explicaciones están mal construidas. Las explicaciones pueden estar llenas de hermosos y sofisticados adornos literarios, pero si su contenido es oscuro, entonces poseen una idea imposible de comprender, una idea vacía, una no-idea.


  4. El ciudadano es rehén del abogado (y de todos aquellos que comprenden y dominan la ley). Esto no puede continuar así.


  El Derecho y la justicia son importantísimos para la vida de cualquier ciudadano. Por eso las reglas sobre cómo funcionan el Derecho y la justicia no pueden ser oscuras ni quedar en manos de unos pocos “especialistas”. La gente no puede depender de este pequeñísimo grupo de personas.


  La importancia práctica que el Derecho tiene en la vida de la gente implica que: (a) el sistema legal debería ser claro; (b) los jugadores del sistema (abogados, jueces, fiscales, legisladores) deberían escribir y hablar en términos claros y comprensibles para toda la gente; y (c) deberían existir críticos (académicos, especialistas de otras disciplinas) que puedan comprender un escrito judicial o una sentencia y criticarla para “empujar” al sistema a mejorar.


  5. La gente tiene derechos, pero muchas veces no logra hacerlos valer o son violados groseramente. La república nos necesita a todos conscientes. Debemos comprender y participar para convertirla en un lugar más equitativo.


  Uno de los sentimientos que me impulsaron a escribir este libro es la necesidad de devolver y de compartir un conocimiento al que tuve acceso y que considero fundamental para la vida de la gente.


  La mayoría de los habitantes de la república sufre alguno de estos dos problemas:


  (i) no conocen sus derechos y por ende no logran hacerlos respetar porque ni siquiera saben que existen,


  (ii) conocen sus derechos pero no logran ejecutarlos o hacerlos respetar.


  Estos son graves problemas. La idea de este libro es empezar a revertirlos.


  6. No entender es no saber. No saber implica no poder hacer respetar un derecho propio. Gozar de un derecho que no se puede hacer respetar es tener un “derecho vacío”.


  Todos necesitan derechos para vivir decentemente (y sobrevivir) en sociedad. Sin embargo, los derechos son especialmente importantes para la gente “más débil” del sistema.


  Los “derechos vacíos” (que están reconocidos por la ley pero que la gente no puede hacer valer por falta de recursos) no sirven para lo que fueron creados. En realidad, los “derechos vacíos” son un chiste de mal gusto. Lo cínico de todo esto es que la gente está peor con “derechos vacíos” que sin derechos en absoluto. En otras palabras, un sistema con “derechos vacíos” perjudica más a la gente que un sistema donde no hay ninguna ley porque, por lo menos, en un sistema donde no hay leyes una persona que sufre un acto injusto puede tomar un palo y pelear para defenderse. En cambio, en un sistema donde hay leyes pero en el que la gente posee “derechos vacíos”, si una persona no puede hacer respetar su derecho por falta de conocimiento o de recursos para pagar un abogado, y luego toma un palo y se defiende por la fuerza, termina en la cárcel. honestamente, me parece que cierta gente está peor en un sistema con “derechos vacíos” que en uno donde no existen leyes ni derechos.


  7. Es hora de discutir el alcance de los derechos con claridad.


  Como dije antes, la gente tiene que poder comprender y juzgar un acto de gobierno o un acto de otro ciudadano. Por eso es importante comenzar a explicar y discutir con claridad los derechos en juego en debates sobre política, economía y otros hechos importantes para el país y para la gente.


  La televisión y los diarios son desfiles de funcionarios públicos y periodistas que ofrecen argumentos políticos y económicos para defender uno y otro bando, pero nadie explica si lo que están sosteniendo es legalmente válido o si cumple lo que dice la Constitución Nacional. Tampoco explican con claridad cómo se verían afectados los derechos de la gente si se pusiera en práctica lo que ellos defienden o proponen.


  8. Los derechos como un privilegio y la ciudadanía como un deber.


  Hasta aquí he hablado de la importancia de tener y comprender los derechos. En este último punto quiero destacar la tremenda importancia de asumir nuestra responsabilidad de hacer respetar nuestros propios derechos y los derechos de los demás. Nuestra identidad de ciudadanos nos obliga a actuar para proteger esos derechos. Con esto quiero decir que no basta con recibir este libro, leerlo y sentir que uno entiende un poco más que antes. Si uno se siente ciudadano, recibirá este libro, lo leerá, comprenderá cosas que antes no hacía, y por último, reclamará por sus derechos y los de sus conciudadanos.


  2. PARA COMPRENDER MEJOR ESTE LIBRO


  Este libro tiene 14 capítulos. El capítulo 1 explica la idea que intento impulsar y su objetivo práctico. El capítulo 3 ofrece explicaciones muy simples sobre conceptos legales básicos que son útiles para poder “sacarles el jugo” a los capítulos posteriores y que explican cómo funcionan algunos de los derechos más importantes que tenemos los habitantes de este país. Los capítulos 4 a 13 explican qué significan, cómo funcionan y cómo se aplican en la práctica estos derechos.


  Por ejemplo, el capítulo 4 explica el primero de los derechos que considero fundamentales para nuestra vida: el derecho a la no discriminación. En ese capítulo explico cómo funciona este derecho en general, pero también me detengo en cómo se aplica a algunas minorías de nuestro país que son especialmente vulnerables (personas enfermas de sida, minorías religiosas, personas con discapacidades, comunidades aborígenes, extranjeros, minorías sexuales, mujeres, etcétera).


  Los capítulos en los que explico cómo funciona un derecho tienen seis puntos. En el primero muestro situaciones de la vida cotidiana en las que ese derecho podría verse violado. A través de estos ejemplos ustedes podrán entender cómo funcionan los derechos en la vida cotidiana y en la práctica, y si encuentran algún caso parecido, podrán darse cuenta de si han sufrido o sufren alguna violación de sus derechos.


  En el segundo punto explico qué dice nuestra ley sobre ese derecho.


  En el tercero, cómo resuelve nuestra ley cada uno de los ejemplos de la vida cotidiana del punto uno, en el que se viola ese derecho. Esto es importante porque les permitirá entender lo que dice la ley sobre esas violaciones y podrán saber dónde están parados si sufren algo parecido.


  En el cuarto punto explico qué han dicho los jueces sobre ese derecho (resumen en forma clara de las sentencias más importantes relacionadas con el derecho abordado). Es importante que entiendan lo que dijeron los jueces en casos anteriores en los que estuvo en juego ese derecho porque esto permite comprender y pronosticar qué dirán o deberían decir los jueces en casos futuros que sean similares. Al final de cada causa judicial hay un resumen (moraleja legal) que es la idea que ustedes deben llevarse de esa causa para entender cómo se interpreta en los tribunales y cómo se aplica en la práctica ese derecho.


  En el quinto punto explico qué se puede hacer concretamente para reclamar y defenderse si alguien viola ese derecho y adónde se puede acudir para pedir ayuda.


  En el sexto ofrezco un resumen donde explico qué significa ese derecho en pocas palabras simples y teniendo en cuenta todos los puntos anteriores.


  El capítulo 14 se titula “herramientas y consejos para entender lo que hace su abogado”. Aquí ofrezco varias indicaciones muy sencillas para entender cómo funciona y evoluciona cualquier juicio, y cómo consultar y controlar el trabajo de un abogado.


  Generalmente uno se juega cosas muy importantes en un juicio (dinero, relaciones familiares, proyectos personales, reputación y mucho más). Por eso es inaceptable no saber bien dónde se está parado cuando el juicio avanza, cómo está haciendo su trabajo el abogado, dónde está ubicado el expediente y cómo puede verse, cuánto debe pagarse a un abogado (como mínimo y como máximo), qué pasa si uno pierde el juicio (cuánto costaría) y, si se pierde el juicio, saber la razón (si alguien cometió un error o si fue simplemente que la otra parte tuvo mejores argumentos). También se explican algunos detalles técnicos sobre cómo funciona un juicio que no son para nada difíciles de comprender.


  El libro finaliza con un apéndice que compendia toda la información necesaria para ponerse en contacto con los organismos citados a lo largo de los capítulos.


  3. CONCEPTOS LEGALES BÁSICOS


  Es necesario comprender qué es la Constitución Nacional para entender cuáles son las reglas que tienen que respetar todos los habitantes de este país, y el propio Estado, y cómo funciona el sistema legal de nuestro país.


  La Constitución Nacional es la ley más importante de nuestro país. Ninguna otra ley, decreto, resolución, ordenanza o cualquier otra regla que dicte el Presidente de la Nación, una provincia o un municipio puede ir en contra de lo que dice la Constitución Nacional. Tampoco pueden ir en contra de la Constitución Nacional las personas (sin importar cuán importantes sean). Por ejemplo, ningún funcionario de la nación, las provincias o los municipios puede realizar un acto que viole la Constitución Nacional; ni siquiera el Presidente de la Nación puede hacer algo en su contra. Si bien esto es una obviedad, lo aclaro por las dudas: tampoco importa cuánto poder económico, social o político tenga una persona; absolutamente nadie puede hacer algo que viole la Constitución Nacional.


  Cuando alguien viola alguna de las reglas de la Constitución, se dice que esa ley o ese acto es inconstitucional (esta palabra quiere decir “ir en contra de la Constitución”). Los encargados de decidir si una ley o un acto es inconstitucional son los jueces. Cuando alguien presenta ante un juez un reclamo diciendo, por ejemplo, que una ley que lo perjudica es inconstitucional, el juez tiene la obligación de analizar ese reclamo, y si esa ley viola un derecho de la Constitución, entonces debe declararla inconstitucional. Si el juez declara que esa ley es inconstitucional, entonces esa ley que perjudica a la persona que presentó el reclamo no debe aplicarse a esa persona para evitar que sufra ese perjuicio.


  Como se ve, los jueces son una parte importantísima de nuestro sistema legal. Ellos son los árbitros que intermedian entre las personas que sufren la violación de alguno de sus derechos y las personas que supuestamente los han violado. En otras palabras, los jueces son los “guardianes” de la Constitución Nacional y son a quienes podemos acudir para hacerla respetar.


  En la Constitución Nacional encontramos las reglas principales para organizar nuestro Estado y nuestra vida. Todo lo que hagamos los habitantes de este país, seamos un simple vecino o el Presidente de la Nación, tiene que respetar lo que estas reglas dicen. Lo mismo ocurre con todas las demás reglas legales que existen: desde una resolución de la municipalidad de un pequeño pueblo hasta una ley del Congreso de la Nación tienen que respetar los principios de la Constitución Nacional.


  Por ejemplo, existe un artículo de la Constitución Nacional que dice que está prohibida la pena de muerte. Por lo tanto, ninguna provincia puede hacer una ley que indique que las personas que cometen un asesinato pueden ser condenadas a morir.


  Pero la Constitución Nacional no sólo contiene las reglas que debemos respetar, sino que también incluye todos los derechos que todas las personas tenemos y que el Estado tiene el deber de proteger y de hacer cumplir.


  Los derechos que aparecen en la Constitución Nacional son los derechos mínimos que debe tener cualquier persona por el solo hecho de ser ciudadano o habitante de este país. Las personas no necesitan hacer algo en particular para merecer esos derechos; los tienen por el solo hecho de existir y de haber nacido, y porque la Constitución Nacional lo dice.


  Los derechos que la Constitución Nacional nos da pueden ser limitados por el Estado cuando sea razonable hacerlo. Por ejemplo, la Constitución me da el derecho a trabajar libremente, pero esto no quiere decir que el Estado no me pueda exigir cumplir con reglas de salubridad e higiene si yo quiero abrir un restaurante. En este caso, mi derecho al trabajo me permite abrir un restaurante pero el Estado puede exigirme que la comida que venda esté en buen estado y que el restaurante se encuentre en condiciones aptas (por ejemplo, que tenga baños para las personas con discapacidades y otras condiciones para que los consumidores no corran peligro al concurrir al restaurante).


  Otro límite muy común a mis derechos son los derechos de los otros. Esto ocurre porque a veces los derechos de las personas “chocan entre sí”. Por ejemplo, mi derecho a circular libremente por la calle puede chocar con el derecho de los trabajadores a hacer huelgas y a manifestarse libremente en la vía pública. Si tanto a mí como a los trabajadores se nos ocurre ejercer nuestro derecho al mismo tiempo y en el mismo lugar, entonces nuestros derechos chocarán. Ellos querrán permanecer en la calle manifestando y reclamando al Estado y a su empleador por sus derechos como trabajadores, y yo querré pasar con mi auto por el mismo lugar en el que ellos están parados.


  Si ambas partes reclaman judicialmente (es decir, reclaman ante un juez) por sus derechos y piden que se haga respetar su derecho por sobre el del otro, entonces será el juez quien decidirá cuál de los dos derechos debe desplazar al otro. En otras palabras, el juez decidirá si los trabajadores tienen derecho de permanecer en la calle y yo debo dar marcha atrás y tomar otro camino, o si, por el contrario, yo tengo derecho a continuar con el auto y ellos deben despejar la calle y dejarme pasar.


  Igual que en este caso, la vida está llena de derechos que chocan. Muy a menudo los jueces deben decidir cuál de los dos derechos que chocan debe prevalecer sobre el otro.


  Es importante mencionar que existen varios tratados y convenciones internacionales que la Argentina firmó con otros países para proteger especialmente algunos derechos de los habitantes de nuestro país. Por ejemplo, la Convención sobre los Derechos del Niño es un tratado que la Argentina firmó con otros países para garantizar que se respeten todos los derechos a la salud, la alimentación, la educación y muchos otros que los niños tienen.


  Muchos de estos tratados fueron incorporados en nuestra Constitución Nacional, por eso tienen rango constitucional y se dice que son parte de nuestra Constitución. Todos los tratados internacionales explicados en este libro son parte de nuestra Constitución. Esto quiere decir que deben cumplirse y hacerse respetar exactamente con la misma fuerza que nuestra Constitución.


  ¿Cómo funciona la justicia? ¿Cómo puedo acceder a la justicia para hacer valer mis derechos? La Constitución Nacional da a todas las personas muchos derechos que deben ser respetados por otros habitantes y por el Estado. Pero estos derechos no sirven de nada si las personas no pueden reclamar cuando esos derechos no son respetados.


  Por esta razón, todas las personas tienen el derecho de reclamar ante un juez si sus derechos son violados o si no se respetan completamente.


  El derecho de acceso a la justicia aparece en la Constitución Nacional y es de vital importancia porque ayuda a hacer respetar todo el resto de los derechos que las personas tienen. El derecho de acceso a la justicia es como la manija de una puerta, y el resto de los derechos de la Constitución son lo que está detrás. Sin la manija, jamás podremos acceder a esos derechos. El derecho de acceder a la justicia significa:


  (a) que todas las personas pueden ir a un juez para denunciar que se violó uno de sus derechos y para exigir que se haga respetar;


  (b) que la persona cuyos derechos se violaron puede recibir una indemnización económica por los daños que haya sufrido;


  (c) que el juez que decida su caso debe ser independiente (o sea, que no debe tener favoritismos o intereses por la persona o por la empresa que violó su derecho);


  (d) que el juez resuelva su caso en un tiempo razonable;


  (e) que las personas pueden hacer un reclamo judicial aunque no tengan dinero para pagar un abogado o los costos del juicio.


  Son muchas las reglas y los tecnicismos para iniciar un juicio (por eso existen los abogados). Pero es importante saber que no hay una sola manera de iniciar un reclamo judicial y que la acción judicial más efectiva depende del derecho que se quiere reclamar, contra quién y adónde. Por ejemplo, asumamos que mi vecino se enoja luego de una discusión conmigo y prende fuego mi auto. Si quiero reclamar judicialmente para que me indemnice por el auto destruido, tendré que iniciar un reclamo ante un juez civil. Si quiero que condenen a mi vecino a ir a la cárcel por haber cometido el delito de daños, entonces tendré que iniciar un reclamo ante un juez penal.


  El reclamo judicial llamado acción de amparo es una de las formas más fáciles para que las personas accedan a la justicia y exijan respeto por los derechos que han sido violados.


  El amparo es una acción judicial que se presenta inmediatamente después de que uno de nuestros derechos haya sido violado y que se resuelve de manera más rápida que otras acciones judiciales. También puede usarse cuando uno de nuestros derechos no ha sido aún violado pero existe un peligro grande de que próximamente lo sea. El artículo 43 de la Constitución Nacional dice que todas las personas pueden iniciar una acción de amparo rápida contra cualquier acto u omisión del Estado o de otro ciudadano que viole alguno de sus derechos. Según la Constitución, el juez que recibe un reclamo a través de una acción de amparo debe resolverlo con la mayor rapidez posible; también debe intentar proteger por todos los medios y con rapidez el derecho que está siendo violado.


  También es importante saber que existen asociaciones u organizaciones no gubernamentales (ONG) que se agrupan para defender los derechos de personas que comparten alguna característica común. Por ejemplo, la Asociación de Defensa de los Consumidores y Usuarios de la Argentina (ADECUA) se creó para defender los derechos de los consumidores y usuarios (esto quiere decir que si uno es un consumidor o un usuario, esta asociación lo defenderá). Como esta, existen muchas otras agrupaciones que defienden los derechos de personas que se encuentren dentro del grupo al que ellas quieren defender (como asociaciones por los derechos de los niños, por los derechos de los desaparecidos y muchas otras). Lo interesante es que las asociaciones u ONG pueden presentar muy fácilmente acciones de amparo para defender a personas que no saben cómo reclamar ante un juez o que no tienen los recursos para hacerlo.


  La persona que desea reclamar judicialmente por sus derechos debe hacer una presentación ante un juez de primera instancia (salvo pocas excepciones que no vienen al caso). Este juez se llama de primera instancia porque es el primero en recibir y resolver ese reclamo.


  En un tiempo razonable, el juez de primera instancia decidirá el caso y dictará una sentencia en la que expresará su decisión. Por ejemplo, siguiendo con el ejemplo de la pelea entre vecinos, en la sentencia podrá decir: “El Sr. A tiene un derecho de propiedad sobre su auto que le permite disfrutarlo y evitar que otros se lo quiten o dañen. El Sr. B violó el derecho del Sr. A cuando prendió fuego por la fuerza su auto. Entonces, el Sr. B debe pagarle una indemnización que permita al Sr. A comprar un auto como el que tenía; también debe pagarle un monto de dinero que lo indemnice por todos los daños que haya sufrido como consecuencia del incendio del auto” (por ejemplo, si trabajaba con el auto, deberá recibir un monto de dinero equivalente al que dejó de recibir por no haber podido trabajar con el auto hasta que lo pueda reponer).


  Una vez que el juez de primera instancia haya dictado su sentencia, cualquiera de las dos partes del juicio (en este caso, tanto el Sr. A como el Sr. B) puede apelar la sentencia por no estar de acuerdo con la decisión del juez de primera instancia. Esta apelación se presenta ante un tribunal de segunda instancia, que tiene ese nombre porque es el segundo en intervenir en el caso.


  Este tribunal puede: 1) confirmar la sentencia del juez de primera instancia (o sea que la sentencia queda tal como fue resuelta), o 2) cambiar toda esa sentencia o una de sus partes, según lo que él crea que es correcto teniendo en cuenta lo que pasó y lo que dice la ley. Aquí puede ocurrir que la sentencia cambie totalmente. O sea, si la sentencia anterior decía que el Sr. B había violado el derecho del Sr. A y que debía pagarle una indemnización, la nueva sentencia puede decir que el Sr. B no violó el derecho del Sr. A y que no debe pagarle absolutamente nada.


  También puede ocurrir que la sentencia cambie solo un poco. Por ejemplo, la nueva sentencia puede decir que está de acuerdo con afirmar que el Sr. B violó un derecho y que debe pagar por esa violación, pero que no está de acuerdo con el monto que el juez de primera instancia fijó para que pague como indemnización porque le parece muy bajo (por ejemplo, porque con ese dinero el Sr. A no llega a comprarse un auto idéntico al que perdió por el incendio). Por esta razón, la sentencia de segunda instancia podría aumentar el monto de la indemnización.


  Cualquiera de las dos partes del juicio podría considerar que la decisión del tribunal de segunda instancia es equivocada. Si tuvieran una razón por la cual la sentencia tiene algún defecto legal y si fuera posible técnicamente, entonces cualquiera de las partes podría apelar esta sentencia ante la Corte Suprema de justicia de la Nación.


  Digo “si fuera posible técnicamente” porque sólo un pequeño número de juicios son apelables ante la Corte Suprema. Existen varios requisitos legales técnicos que son determinantes para saber si una sentencia de segunda instancia puede apelarse ante la Corte Suprema, que es el máximo tribunal judicial de nuestro país.


  Si el caso llega a la Corte Suprema y esta lo resuelve, entonces el caso termina ahí. Nadie puede hacer nada más al respecto.


  Existe una rarísima excepción a esta regla que consiste en una posible nueva apelación ante la Corte Interamericana de Derechos humanos, que podría modificar la sentencia de la Corte Suprema. Esta apelación sólo es posible para los casos en los que hay derechos humanos en juego (esta corte admite muy pocas apelaciones por año).


  4. DERECHO A LA NO DISCRIMINACIÓN


  En este capítulo explico cómo funciona este derecho en general, pero también me detengo a explicar cómo se aplica a algunas minorías de nuestro país que son especialmente vulnerables (por ejemplo, personas con sida, minorías religiosas, personas con discapacidades, comunidades aborígenes, extranjeros, minorías sexuales y mujeres).


  4.1. Situaciones de la vida cotidiana donde pueden sufrirse actos de discriminación


  La vida cotidiana de las personas que viven en la Argentina puede estar llena de escenas de discriminación. Lamentablemente, hay gente que sufre discriminación con mucha frecuencia. Otras quizá no sufren ningún acto discriminatorio a lo largo de toda su vida. Generalmente, la gente de mayores recursos o mayor nivel cultural está menos expuesta a ser discriminada, o cuando sufren un acto de discriminación, saben o pueden averiguar fácilmente cómo defenderse de ese acto injusto. El país está lleno de grupos de personas que sufren muy a menudo la discriminación por parte de otros ciudadanos, de la policía, de funcionarios de hospitales públicos u otros organismos estatales (por ejemplo, aquellos que se encargan de dar asistencia social a personas que corren riesgo de vida por falta de comida o techo).


  A continuación indico algunos pocos ejemplos de discriminación. Obviamente, la lista de casos de discriminación es mucho más extensa que la que se propone.


  1. Quise inscribirme en un club pero me rechazaron la inscripción porque soy de religión judía.


  2. Fui a pedir comida para mi familia al gobierno de mi provincia (porque mis hijos corren riesgo de morir desnutridos) y no me la quisieron dar porque somos aborígenes. Veo que a otras personas sí les dan comida y las ayudan.


  3. En el colegio, el profesor y mis compañeros me agreden por ser de nacionalidad boliviana.


  4. Me despidieron del trabajo por ser “demasiado viejo”.


  5. Los vecinos me “basurean” porque dicen que, al igual que todas las personas de origen oriental, “soy sucio”.


  6. Mi jefe y compañeros de trabajo me maltratan porque tengo la piel morena.


  7. La policía me agrede y presume que soy una delincuente por ser travesti.


  8. Estaba trabajando desde hacía tres meses en una empresa. Cuando conté que era homosexual, me despidieron dándome excusas pobres y sin ningún fundamento.


  9. En mi trabajo no me asignan algunas tareas por ser mujer.


  10. Trabajo en un estudio de abogados muy antiguo y tradicional de Buenos Aires. Como soy un abogado de religión judía, me marginan y no me permiten ascender de posición (a pesar de que trabajo con muchísima dedicación y esfuerzo).


  11. Luego de trabajar en un banco durante cinco años con excelentes resultados, me dan a entender que la única razón por la que no me ascienden es que soy demasiado gorda para el sector de atención al público en el que trabajo.


  4.2. ¿Qué dice nuestra ley sobre este derecho?


  Nuestra Constitución Nacional dice que todos los habitantes somos iguales ante la ley y prohíbe discriminar por raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de otro tipo, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. Esto quiere decir que es absolutamente ilegal que el Estado o cualquier persona o empresa discrimine.


  La Ley de Penalización de Actos Discriminatorios (nº 23.592) dice que quien discrimine a una persona afectando cualquiera de sus derechos estará obligada a terminar con esa discriminación y a indemnizar a la víctima por el daño moral y material que sufrió. Si bien esta ley se refiere a cualquier acto de discriminación, hace hincapié en la discriminación sobre la base de raza, religión, nacionalidad, ideología, opinión política o gremial, sexo, posición económica, condición social o características físicas.


  A su vez, la ley 24.515 creó el Instituto Nacional contra la Discriminación, la xenofobia y el Racismo (INADI) para que tome medidas concretas para combatir la discriminación, y para dar asesoramiento gratuito a cualquier persona o grupo discriminado.


  Nuestra Constitución Nacional defiende claramente el principio de igualdad. Es muy importante comprender los efectos que este principio genera. El hecho de defender el principio de igualdad, implica que:


  (a) ni el Estado ni nadie puede tratar de manera desigual a dos personas por ser de distinta raza, religión, nacionalidad, ideología, opinión política o gremial, sexo, posición económica, condición social o caracteres físicos;


  (b) el Estado tiene la obligación de tomar medidas concretas que aseguren la igualdad de oportunidades y de trato de la gente.


  En otras palabras, el Estado no sólo tiene la obligación de no discriminar a las personas, sino que además tiene la obligación de hacer cosas (tomar medidas, invertir dinero) para ayudar a la gente que está en desigualdad de condiciones. Por ejemplo, el Congreso tiene la obligación de sancionar leyes para asegurar la igualdad de oportunidades de todos los habitantes del país.


  Derechos de las minorías


  Es importante destacar que nuestra Constitución dice que deben respetarse los derechos básicos de las minorías que habitan este país. Cuando digo “minorías” me refiero a cualquier grupo de personas que forman una comunidad de una etnia, religión, lengua u otras características diferente de las del resto de la población que habita la República Argentina y que desean preservar esas diferencias para mantener su comunidad “viva” a lo largo del tiempo.


  A continuación se indican los derechos básicos de las minorías que nuestra Constitución protege:


  1. Derecho a una vida cultural propia


  Toda minoría tiene derecho a acceder a una vida cultural y, especialmente, a una educación que refleje y preserve las costumbres de esa minoría. En otras palabras, las personas de una minoría religiosa tienen derecho de acceder a una cultura (expresiones artísticas y hábitos, por ejemplo) y una educación que respeten y ayuden a conservar los valores históricos de esa religión.


  2. Derecho a una vida religiosa propia


  Toda minoría religiosa tiene derecho a conservar sus costumbres y a cumplir con las obligaciones que marca su religión (fiestas, conductas, ritos, entre otras). A su vez, ningún miembro de una minoría religiosa puede ser obligado a cumplir con las reglas de una religión distinta de la suya. Por ejemplo, un niño de una minoría religiosa no puede ser obligado en la escuela a aprender o estudiar el contenido de otra religión.


  3. Derecho de las minorías a usar su propio idioma


  Las minorías tienen derecho a usar su propio idioma en su casa, en su vida social, en relaciones comerciales y en los medios de comunicación. También tienen derecho a crear jardines de infantes y escuelas privadas en donde se dicten clases en su propio idioma.


  4. Derecho a participar en política


  Las minorías tienen derecho a participar en el gobierno, a acceder a funciones públicas, a votar, a expresarse políticamente, a ser elegidos en elecciones y a formar partidos políticos.


  5. Derecho al trabajo


  Las minorías tienen derecho a acceder a cualquier tipo de trabajo, a recibir igual salario por el mismo trabajo que realicen personas ajenas a su minoría y a no ser discriminadas en sus trabajos. También tienen derecho a formar sindicatos de trabajadores y a participar en ellos.


  6. Acceso a lugares públicos


  Obviamente, las minorías tienen total derecho de ingresar en cualquier lugar público.


  7. El resto de los derechos que tienen todas las personas


  En este listado indiqué algunos derechos básicos que son especialmente importantes para las minorías, pero esto no quiere decir que no tengan algún derecho que no mencioné aquí. En síntesis, las minorías tienen absolutamente todos los derechos que tiene “la mayoría” de los habitantes de este país.


  Derechos de las personas enfermas de sida


  Existen algunos derechos que tienen especial importancia para las personas que sufren esta grave enfermedad. Aquí los repasaré muy brevemente:


  1. Los enfermos de sida tienen derecho a no ser obligados a hacerse el test para detectar esta enfermedad. Este derecho tiene muy pocas excepciones en las que sí pueden ser obligados a someterse al test (cuando una persona donará sangre y órganos, cuando se trata de presos o personal carcelario, y en otras poquísimas excepciones).


  2. Los enfermos de sida tienen derecho a no someterse a ningún tratamiento médico ni a tomar medicación contra su voluntad (aun si corrieran riesgo de vida por no hacerlo).


  3. Los enfermos de sida tienen derecho a exigir atención médica. Además de tener total derecho a la salud, existe una ley especial que dice que todas las obras sociales del país tienen la obligación de dar tratamiento médico, psicológico y farmacológico totalmente gratuito a los enfermos de sida. Las empresas de medicina prepaga también están obligadas a cubrir las mismas prestaciones obligatorias que deben brindar las obras sociales.


  4. Los enfermos de sida tienen derecho a la absoluta confidencialidad del resultado del test que se hayan hecho (salvo en poquísimas excepciones, por ejemplo, cuando el médico puede informar el resultado a su pareja o a su familia si existe riesgo de contagio por un desorden mental del enfermo).


  5. Al igual que todas las personas, los enfermos de sida tienen derecho a la educación. Por eso nadie puede negar a ningún niño, joven o adulto el ingreso a instituciones educativas por estar enfermos de sida. A diferencia de otras enfermedades infectocontagiosas (por ejemplo, el sarampión), el sida no genera un riesgo de contagio alto por la forma en que se transmite.


  6. Los enfermos de sida tienen derecho al matrimonio. Nadie puede impedir que se case un enfermo con una persona sana o que se casen dos enfermos de sida.


  7. Los enfermos de sida en período terminal condenados a prisión pueden cumplir la pena recluidos en su domicilio. También tienen derecho a asistencia médica dentro de la cárcel y a ser trasladados a centros médicos fuera de la cárcel cuando fuera necesario.


  En casos terminales graves, los enfermos de sida también tienen derecho a asistencia espiritual y social dentro de la cárcel y a su liberación anticipada de la cárcel a pesar de no haber terminado de cumplir con su condena.


  8. Los enfermos de sida tienen derecho a la estabilidad en el empleo. Si un empleador despide a alguien sólo por estar enfermo de sida, entonces, además de la indemnización por despido “sin justa causa”, debe pagarle una indemnización por los daños materiales y morales que le generó el trato discriminatorio.


  Un trabajador enfermo de sida asintomático (o sea, que no tiene síntomas de ninguna enfermedad provocada por las defensas disminuidas por el virus) debe ser tratado como cualquier trabajador sano. Un trabajador enfermo de sida que manifiesta una enfermedad como consecuencia de la inmunodeficiencia del virus debe ser tratado como cualquier trabajador que manifiesta una “enfermedad común”.


  Derechos de las personas con discapacidades


  Las personas con discapacidades son aquellas que no pueden valerse por sí mismas y que no pueden desarrollar una vida individual o social plena debido a una deficiencia física o mental. Existen algunos derechos que tienen especial importancia para las personas con discapacidades. Aquí los repasaré muy brevemente:


  1. Derecho a un medio físico accesible


  Las personas con discapacidades tienen derecho a un medio accesible. Esto quiere decir que el Estado tiene la obligación de garantizarles el acceso a edificios, instalaciones, viviendas y transportes públicos.


  La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad dice que el Estado debe eliminar todas las barreras u obstáculos que impidan que las personas con discapacidad entren a los edificios públicos y privados y que les dificulten la movilidad por la ciudad.


  2. Derecho a la educación


  Los niños y jóvenes con discapacidades tienen derecho a recibir educación adecuada para su condición. Las instituciones educativas deben tomar las medidas necesarias para que la enseñanza pueda llevarse a cabo sorteando las dificultades de su discapacidad.


  La ley 22.431 obliga al Estado a educar a las personas con discapacidades en escuelas comunes, brindando apoyo docente adicional si hiciera falta y de forma absolutamente gratuita. En los casos en los que el grado de discapacidad hiciera imposible la educación en una escuela común, el Estado debe brindar educación en una escuela especial.


  Además, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad dice que el Estado tiene que dar a las personas con discapacidad la posibilidad de aprender todas las habilidades que les sean útiles para el desarrollo normal de sus vidas.


  3. Derecho al trabajo


  El Estado debe asegurar a las personas con discapacidad iguales oportunidades de empleo (productivo y remunerado) en el mercado laboral. Esto no quiere decir que el Estado solamente debe crear puestos de trabajo para las personas con discapacidades en el sector público (lo que sí debe hacer), sino que también debe asegurar que las personas con discapacidades puedan trabajar en empresas privadas y competitivas. Por otra parte, la ley 22.431 dice que el Estado debe brindar formación y capacitación laboral a las personas con discapacidades para que puedan trabajar.


  Además, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad dice que el Estado tiene que asegurar que las personas con discapacidad puedan acceder a programas de orientación técnica y vocacional, y a servicios de formación profesional continua.


  4. Derecho a la salud


  La ley 22.431 dice que el Estado debe brindar a las personas con discapacidades rehabilitación integral (esto quiere decir que la rehabilitación debe ayudarlos a desarrollar sus capacidades para que se recuperen de su discapacidad o para que puedan progresar lo más posible dentro de su discapacidad).


  La ley 24.091 obliga a las obras sociales a brindar las prestaciones básicas a cualquier afiliado con discapacidades. Esta ley también dice que el Estado debe dar estas prestaciones a cualquier persona con discapacidades que no tenga obra social.


  5. Seguridad social de las personas con discapacidades


  El decreto 762/97 creó el Sistema único de Prestaciones Básicas para Personas con Discapacidad. A través de este sistema el Estado debe garantizar la atención a las personas con discapacidades a través de la inversión de recursos económicos concretos.


  6. Otras medidas concretas que debe tomar el Estado


  Entre otras obligaciones, la ley 22.431 dice que el Estado debe: (a) dar préstamos y subsidios a las personas con discapacidades para facilitar su actividad laboral o intelectual; (b) garantizar que los medios de transportes y estaciones de toda clase tengan accesos para las personas con discapacidades. Además, los servicios de transportes deben ser gratuitos.


  Comunidades aborígenes


  La ley 23.302 dice que las comunidades aborígenes son conjuntos de familias que descienden de los pobladores que habitaban el territorio nacional antes de la conquista o colonización de estas tierras por parte de los españoles.


  a) Nuestra Constitución Nacional dice que el Estado está obligado a reconocer que los aborígenes y su cultura son anteriores a la creación del Estado Nacional Argentino. Esto quiere decir que el Estado (los legisladores, los jueces y los funcionarios del gobierno) deben aceptar que las instituciones de los aborígenes (idioma, leyes, sistema de gobierno, costumbres, arte) ya existían antes de la creación de “nuestras” propias instituciones y que deben ser respetadas.


  Esta regla pone fin a muchos debates y reclamos aborígenes para ser respetados y reconocidos porque la Constitución dice claramente que los aborígenes y sus instituciones estaban desde antes y que deben ser absolutamente respetados por todos nosotros y por el Estado. O sea, no hay mucho para discutir: debemos respetarlos y protegerlos.


  b) Nuestra Constitución dice que el Estado debe garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingüe e intercultural. Los aborígenes tienen derecho a una educación que respete su lengua y sus valores culturales, y por supuesto, a que se les enseñe el idioma español. El método correcto de enseñanza es el mixto, en el que los alumnos aprenden su lengua aborigen y el español en paralelo. Por ejemplo, esto es lo que sucede con gran éxito en la Escuela 821 de El Sauzalito en El Impenetrable, provincia del Chaco, donde casi la mitad de sus alumnos son aborígenes del pueblo wichi. A pesar de la carencia total de recursos, esta escuela obtuvo el puntaje más alto del país en la asignatura Lengua, en la última evaluación anual realizada por el Ministerio de Educación de la Nación.


  c) Nuestra Constitución dice que el Estado debe reconocer la posesión y propiedad comunitaria de las tierras que tradicionalmente ocupan y entregarles otras tierras aptas y suficientes para que puedan desarrollar una vida sana. En pocas palabras, la Constitución dice que las tierras que tradicionalmente ocupan los aborígenes son de los aborígenes. La propia Constitución les reconoce el derecho de propiedad sobre esas tierras.


  ¿Qué significa y qué abarca la frase “tierras que tradicionalmente ocupan”? Esta es una pregunta importante porque la propiedad que les reconoce la Constitución es justamente sobre esas tierras. La expresión no sólo abarca las tierras en donde están los asentamientos de los aborígenes (quienes generalmente viven hacinados en muy poco espacio y en reservas que se parecen mucho a campos de concentración o a jardines zoológicos), también abarca las tierras que utilizan para sus actividades productivas y las tierras que son imprescindibles para preservar los recursos naturales que necesitan para vivir.


  Además de reconocer la propiedad, como mencionamos anteriormente, la Constitución hace dos cosas más: (i) reconoce que la tierra que tradicionalmente ocuparon puede no ser suficiente hoy en día para que los aborígenes puedan vivir plenamente y dice que el territorio sobre el que tienen propiedad puede ampliarse en función de sus necesidades; y (ii) no sólo reconoce la propiedad de las tierras, sino que también intenta protegerlas, y por eso dice que esas tierras no pueden venderse, transferirse, embargarse ni hipotecarse.


  d) Nuestra Constitución dice que el Estado debe asegurar que los aborígenes participen en la gestión de sus recursos naturales y otros intereses que afecten su vida. Si bien todos los seres humanos deberíamos cuidar el medio ambiente, los aborígenes sufren más que nadie el daño ambiental porque toda su vida se desarrolla en constante y profundo contacto con la tierra. Por eso es importante asegurarles la posibilidad de decidir sobre cómo cuidar la tierra que poseen y denunciar y detener acciones de personas o empresas que dañen su medio.


  e) Nuestra Constitución dice que el Estado debe asegurar el desarrollo de los pueblos aborígenes. El Estado debe tomar medidas concretas para que los aborígenes puedan fortalecer su cultura, su lengua, sus técnicas y costumbres tradicionales, y puedan mejorar sus condiciones de vida impulsando sus propias iniciativas y necesidades. El Estado también debe tomar medidas para que los aborígenes sean escuchados en relación con los temas que los afectan.


  f) Nuestra Constitución dice que el Estado debe garantizar el derecho a la seguridad y asistencia social. Los aborígenes suelen tener menos recursos que el resto de los habitantes del país. Por eso el Estado debe buscar la forma de asegurarles un programa de asistencia pública.


  Derechos de los extranjeros


  La Constitución Nacional dice claramente que los extranjeros que están dentro de la República Argentina tienen los mismos derechos que los ciudadanos argentinos, y que tienen el derecho de convertirse en ciudadanos argentinos luego de residir durante dos años continuos en la Argentina (para esto se debe cumplir con algunas reglas migratorias).


  Los extranjeros tienen derecho a entrar a la Argentina y el Estado argentino tiene el derecho de regular y poner requisitos para la entrada de extranjeros. Si bien el Estado puede rechazar y poner requisitos para su entrada, estos requisitos no pueden discriminar por motivos de raza, nacionalidad, religión, condición social, origen nacional, sexo, ideas políticas y otros factores injustos; además, la decisión de rechazar a un extranjero debe ser razonable y justificada.


  El Estado puede expulsar a residentes ilegales que no hayan cumplido con los controles para entrar al país o que se queden por más tiempo del autorizado. Si el Estado expulsa a un residente ilegal, siempre debe: (i) expulsarlo con rapidez; (ii) permitir al residente ilegal defenderse y probar que tiene derecho a quedarse en el país; o (iii) permitir al residente apelar la decisión de expulsarlo ante un juez (o sea, darle la oportunidad de explicar su situación ante un juez para intentar revertir la decisión de expulsarlo).


  El Estado no puede expulsar del país a un extranjero que entró cumpliendo con las reglas de migraciones y que es residente legal porque la Constitución dice claramente que todos los ciudadanos y residentes en el país tienen el derecho de entrar, quedarse y salir cuando quieran. La Constitución dice que los extranjeros tienen el mismo derecho que los ciudadanos argentinos para acceder a empleos públicos y privados; el único requisito que se les puede imponer es la capacidad de hacer bien el trabajo. En el caso del empleo público, existen algunas poquísimas excepciones en las que el Estado puede exigir ser ciudadano argentino a quien solicite un empleo (por ejemplo, se debe ser ciudadano argentino para ser Presidente o Vicepresidente de la República, pero para el resto de los empleos públicos los extranjeros están en condición de igualdad frente a los ciudadanos argentinos y no se les puede exigir la nacionalidad argentina para admitirlos en un empleo.


  Para los empleos en el sector privado (o sea, cualquier empleo que no sea en el Estado) los extranjeros tienen los mismos derechos que los ciudadanos argentinos. La Ley de Contrato de Trabajo, que protege los derechos de los trabajadores, protege con la misma fuerza al trabajador extranjero que reside legalmente en el país. Por ejemplo, se aplican a los extranjeros todas las protecciones que esta ley tiene sobre salario, indemnizaciones, condiciones de trabajo (seguridad, salud e higiene), estabilidad y muchas otras protecciones que cuidan al trabajador de cualquier abuso del empleador.


  No es tan claro si la Ley de Contrato de Trabajo protege también al trabajador extranjero que reside ilegalmente en la Argentina. Los trabajadores ilegales no tienen autorización legal para trabajar y se prevén multas que se aplican a cualquier empleador que los contrate. Sin embargo, sí se aplican al trabajador ilegal algunas protecciones de la Ley de Contrato de Trabajo, como por ejemplo las protecciones sobre salario e indemnización por despido.


  Derechos de las minorías sexuales


  En la Argentina existen varias minorías sexuales, por ejemplo las travestis, los transexuales y los homosexuales. Las minorías sexuales suelen ser mal vistas e incluso discriminadas en algunos sectores de nuestra sociedad. Obviamente, cualquier persona que pertenezca a alguna de estas clases de minorías sexuales tiene exactamente los mismos derechos que los demás habitantes de nuestro país. Por esta razón no deberían ser discriminadas. Pero, si bien esto es una obviedad, nuestra Constitución lo aclara cuando dice en su artículo 19: (i) que nadie puede juzgar (ni los jueces ni otras personas) los actos de una persona mientras no dañen a otras personas ni afecten el orden y la moral pública; (ii) que si no existe una ley que me obligue a hacer algo, nadie puede obligarme a hacerlo; y (iii) que si no existe una ley que me prohíbe hacer algo, nadie puede prohibirme que lo haga. Estos tres puntos del artículo 19 de la Constitución son las columnas fundamentales de nuestro sistema liberal y respetuoso de los intereses y planes de vida de los habitantes de este país. Probablemente este sea uno de los tres artículos más importantes de toda nuestra Constitución.


  Pero ¿qué quiere decir este artículo en la práctica? El punto (i) del artículo 19 quiere decir que si una travesti vive una vida que no pone en peligro ni perjudica la vida de otras personas, entonces nadie puede juzgarla aunque su travestismo le parezca repugnante, terrible y pecador. Cuando digo “nadie” me refiero a que ningún habitante puede discriminarla, agredirla (física o psicológicamente) o perjudicarla por considerar que no aceptar su orientación sexual. Tampoco ningún juez puede someter a esta persona a un juicio o persecución de ningún tipo por considerarla “sexualmente incorrecta”.


  El punto (ii) quiere decir que si no existe una ley que dice “está prohibido ser travesti”, nadie puede prohibir a una persona ser travesti.


  El punto (iii) quiere decir algo parecido pero al revés: que si no existe una ley que dice “todos las travestis deben abandonar su hábito sexual”, entonces nadie puede obligarlas a dejar de ser travestis.


  Obviamente, estos tres puntos pueden aplicarse a cualquier persona que tenga cualquier interés “diferente” del socialmente aceptado por la mayoría de los habitantes (o sea que no solamente se aplica a minorías sexuales, sino también a cualquier otra minoría o persona con intereses que resulten “equivocados, enfermos o incómodos” para otras personas). El artículo 16 de la Constitución dice que todos somos iguales ante la ley (independientemente de nuestra orientación sexual y de cualquier otra orientación sobre cualquier otro aspecto de nuestra vida), por eso nadie debe ser discriminado ni maltratado por tener intereses o planes de vida distintos de los de la mayoría.


  Las minorías sexuales en el trabajo


  Este es un tema que generó muchos reclamos y causas judiciales porque es muy común que los empleadores tengan actitudes hostiles hacia empleados que se manifiestan como homosexuales, travestis o transexuales. En muchos casos los empleadores optan simplemente por despedir al empleado luego de conocer su orientación sexual.


  Aquí es importante explicar qué dice la Constitución Nacional sobre este tema. Los artículos 14 y 14 bis dicen que todos tenemos derecho a trabajar y que el Estado debe asegurar a todos los habitantes del país condiciones dignas y equitativas de trabajo. El artículo 16 dice que todos los habitantes son iguales ante la ley y que el único requisito que puede imponerse a las personas que busquen un trabajo es que tengan la capacidad de hacerlo bien (y no que tengan una determinada orientación o costumbre sexual, o que tengan una determinada apariencia física o cualquier otra característica particular).


  Es muy importante mencionar que la Ley de Identidad de Género (nº 26.743) dice que las personas que íntimamente sienten que su sexo no se corresponde con su cuerpo, tienen el derecho a cambiarse de sexo de forma gratuita. Esto significa que pueden cambiarse el nombre y el sexo que figura en el DNI, y realizarse las intervenciones quirúrgicas que sean necesarias para que se sientan mejor con su cuerpo. Además, esta ley dice que las personas que se sienten de un sexo que no se corresponde con su cuerpo tienen derecho a ser identificadas de acuerdo con el sexo que sienten que les corresponde. Por ejemplo, una persona con cuerpo de hombre pero que se siente mujer, tiene derecho a pedir que le cambien su nombre (de Pablo a Paula, por ejemplo). También tiene derecho a que cambien el sexo que figura en su DNI (de masculino a femenino). Por último, tiene derecho a que los demás la llamen Paula, y no Pablo, y a que la traten como a una mujer.


  Derecho a contraer matrimonio entre personas del mismo sexo


  La ley 26.618 permite que las personas del mismo sexo se casen legalmente, y reconoce a ese matrimonio los mismos efectos legales que tiene el matrimonio entre personas de distinto sexo. Esto es importante porque, de esta forma, las dos personas que se casan tienen derechos al momento de un divorcio o de enviudar (antes no tenían estos derechos y se generaban situaciones muy injustas en las que, a pesar de haber convivido durante años, la persona viuda de una pareja homosexual no tenía ningún derecho sobre los bienes de su compañera o compañero, entre otras injusticias).


  Otra consecuencia de la nueva ley 26.618 es que un matrimonio homosexual puede adoptar legalmente un hijo.


  Derechos de las mujeres


  Es evidente que las mujeres tienen los mismos derechos que los hombres. Sin embargo, aún hoy hay situaciones en las que mujeres sufren la violación de sus derechos sólo por su género. Esto está relacionado con lo difícil que es el cambio de mentalidad de la gente y con que muchas personas todavía imaginan a la mujer ocupando un rol inferior en la sociedad.


  Sin embargo, la Constitución Nacional es clara cuando dice que las mujeres tienen los mismos derechos que los hombres. También dice que el Estado tiene que tomar todas las medidas concretas posibles para garantizar la igualdad real de oportunidades y de trato para todas las personas pero, especialmente, para las mujeres.


  Además, existe un tratado internacional que tiene el mismo peso legal que la Constitución Nacional y que protege especialmente los derechos de las mujeres, la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. Esta convención dice que las mujeres tienen los mismos derechos que los hombres y que esto no es sólo una frase: el Estado debe tomar medidas concretas para lograr que en la vida real las mujeres no sufran ningún tipo de discriminación por su género. Según la convención, el Estado debe lograr que la igualdad de las mujeres en relación con los hombres se vea especialmente en los campos de la educación, de la política, de la participación ciudadana, del trabajo y de las relaciones familiares.


  La convención también dice que el Estado debe tomar medidas para cambiar los criterios “machistas” de la sociedad, y para esto debe dar educación que enseñe sobre los derechos de la mujer.


  Algunos derechos particulares de las mujeres


  1. Derecho a ser candidatas en elecciones


  La Constitución dice que el Estado tiene que tomar medidas concretas para que las mujeres tengan las mismas oportunidades que los hombres de acceder a cargos electivos. Por eso, el Código Electoral Nacional dice que cualquier lista de candidatos que se presente para cualquier elección debe tener como mínimo el 30% de candidatas mujeres. Si las listas de candidatos no cumplen con ese requisito, no pueden presentarse en las elecciones.


  2. Derecho a acudir a un juez en caso de violencia familiar


  Muchas mujeres sufren tratos violentos en su familia (en algunos casos son víctimas de sus maridos y en otros de sus propios hijos). Este es un problema muy difícil de detener. A veces, las mujeres incluso tienen miedo de denunciar a quien las maltrata porque sienten que luego la represalia será mucho peor.


  Para solucionar este tipo de casos se necesita actuar rápidamente. La Ley de Protección contra la Violencia Familiar (nº 24.417) dice que toda persona que sufra un maltrato físico o verbal por parte de algún miembro de su familia, puede hacer la denuncia por escrito o verbalmente; luego inmediatamente un juez debe hacer un diagnóstico de la familia con ayuda de psicólogos y especialistas, y sobre la base de eso tomar las medidas que crea necesarias.


  Además, la Ley de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra las Mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus Relaciones Interpersonales (nº 26.485) protege especialmente a las mujeres que son víctimas de la violencia y el maltrato en sus hogares o en cualquier otro lugar. El objetivo de esta ley es garantizar a las mujeres una vida sin violencia; también les reconoce el derecho a hacer la denuncia correspondiente y a que sus reclamos sean escuchados. Por eso es muy importante que las mujeres hagan la denuncia en casos de violencia. Si al momento de hacer la denuncia es evidente que la persona está en peligro, el juez puede excluir de su casa a la persona que la maltrata e impedirle que viva allí. Además, el juez puede comenzar un proceso penal contra esa persona por las lesiones provocadas.


  3. Derecho de las mujeres embarazadas de continuar estudiando


  A veces, los directivos de escuelas no dejan que las mujeres embarazadas continúen cursando sus estudios. Esto está expresamente prohibido. La ley 25.584 dice que los responsables de los establecimientos de educación privada o pública tienen prohibido impedir que las estudiantes embarazadas continúen sus estudios. Además, tienen que dar a la mujer los permisos que necesite para cuidar su salud o la del bebé.


  4. Derecho a no quedar embarazada


  Las mujeres tienen derecho a decidir sobre su cuerpo y si quieren quedar embarazadas o no. Si bien el aborto no está permitido en la Argentina (salvo excepciones) sí hay una gran cantidad de métodos anticonceptivos que el Estado está obligado a dar gratuitamente a las mujeres. la Ley 25.673 creó el Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable, que busca prevenir embarazos no deseados y enfermedades de transmisión sexual. Esta ley dice que en todos los hospitales públicos y los centros de salud las personas pueden pedir hablar con médicos para que les recomienden cómo prevenir enfermedades y embarazos, y para que les den gratuitamente los métodos adecuados para lograr eso.


  Los hospitales y los centros de salud están obligados a dar gratuitamente a cualquier persona que los pida: preservativos; anticonceptivos hormonales inyectables, hormonales para lactancia, hormonales combinados, y anticonceptivos hormonales de emergencia; y dispositivos intrauterinos (DIU) y cajas de instrumental para su colocación.


  Las empresas de medicina prepaga y las obras sociales también están obligadas a dar estos métodos anticonceptivos de forma gratuita. Además, según la ley 26.130, toda mujer que sea mayor de edad tiene derecho a realizarse gratuitamente, en cualquier hospital público, una operación de ligaduras de trompas de Falopio para no quedar embarazada. Las obras sociales y las empresas de medicina prepaga también tienen que realizar estas operaciones gratuitamente.


  5. Derechos de la mujer trabajadora


  Las mujeres trabajadoras tienen muchos derechos especiales vinculados con la maternidad. Analizaré estos derechos en el capítulo 13.


  4.3. ¿Cómo solucionaría la ley los ejemplos anteriores?


  Aquí daré las respuestas que nuestra ley da a los problemas de la vida cotidiana listados en el punto 4.1.


  1. quise inscribirme en un club pero me rechazaron la inscripción porque soy de religión judía.


  El artículo 16 de la Constitución Nacional dice que todos los habitantes somos iguales ante la ley. Esto quiere decir que no se puede negar a un grupo de personas lo que sí se da a otros que están en igualdad de condiciones. La ley 23.592 dice que quien arbitrariamente obstaculice o viole el derecho de otra persona basándose en la religión de esa persona, está discriminando. Por lo tanto, el afectado puede hacer una denuncia para que esa discriminación termine y para que lo indemnicen por los daños que le causó el acto discriminatorio. Esta ley también dice que los locales bailables, de recreación, salas de espectáculos, bares, restaurantes y cualquier otro lugar de acceso público deben cumplir con el artículo 16 de la Constitución Nacional. Estos lugares deben colocar en la entrada y en forma clara y visible un cartel que contenga el texto de este artículo.


  Obviamente, un club entra dentro de la categoría de lugares que menciona este ley. Por eso el club no sólo debería tener ese cartel sino que además debería cumplir con lo que dice y no negar la entrada por el hecho de ser de religión judía.


  La ley 23.592 también dice que los lugares mencionados más arriba deben colocar otro cartel que diga: “Frente a cualquier acto discriminatorio, usted puede recurrir a la autoridad policial y/o juzgado civil de turno, quienes tienen la obligación de tomar su denuncia”.


  En resumen, la ley exige que el club le permita la inscripción (a usted y a personas de cualquier otra religión). Si le negaran la inscripción por su religión, tiene el derecho de exigir ante la justicia que el club lo indemnice por los daños que le causó ese rechazo. En un caso como este, también puede comunicarse con el INADI (que tiene sedes en todo el país) para explicarle qué pasó y para que diga si se puede hacer una denuncia al club e iniciarle un juicio por discriminación. El INADI cuenta con un área de asesoramiento jurídico gratuito que puede informarle sobre qué es lo que más le conviene hacer para defenderse.


  2. Fui a pedir comida para mi familia al gobierno de mi provincia (porque mis hijos corren riesgo de morir desnutridos) y no me la quisieron dar porque somos aborígenes. Yo veo que a otras personas sí les dan comida y las ayudan.


  El artículo 16 de la Constitución Nacional dice que todos los habitantes somos iguales ante la ley. Esto quiere decir que no se puede negar a un grupo de personas lo que sí se les da a otros, en igualdad de condiciones. En otras palabras, si yo estoy pasando hambre del mismo modo que otra persona, el Estado no puede darle alimentos a la otra persona y negármelos a mí.


  El artículo 75 de la Constitución dice que el Congreso debe sancionar leyes que ayuden a lograr la igualdad de oportunidades y posibilidades sin ninguna discriminación. También dice que se deben tomar medidas que aseguren la igualdad de trato. Este es un ejemplo clarísimo de que nuestra Constitución busca evitar la desigualdad y la discriminación en la práctica (o sea, en el día a día de la gente, y no solamente “en teoría”). La expresión “igualdad de trato” que usa la Constitución no deja lugar a dudas al respecto.


  El artículo 75 de la Constitución dice que el Estado debe tomar medidas para ayudar al desarrollo humano de los pueblos indígenas. Sobre esto no hay mucho para analizar. Es obvio que negar alimentos cuando un pueblo aborigen está pasando hambre (y mientras sí se los dan a otras personas) es no obedecer lo que manda hacer nuestra Constitución.


  La ley 23.592 dice que quien arbitrariamente obstaculice o viole el derecho de otra persona basándose en la religión de esa persona, está discriminando. Por lo tanto, el afectado puede hacer una denuncia para que esa discriminación termine y para que lo indemnicen por los daños que le causó el acto discriminatorio. En este caso, el Estado está impidiendo que una familia acceda a su derecho a la alimentación, que es un derecho fundamental, por el solo hecho de pertenecer a un grupo social determinado (ser aborígenes). Por eso este es un acto discriminatorio prohibido por la ley 23.592. En resumen, la provincia en la que vive esta comunidad aborigen debería darles con urgencia la comida que piden para evitar que los niños mueran desnutridos y puedan crecer sanos y fuertes. Esta es la única forma de cumplir con lo que ordena la Constitución.


  En un caso como este, usted y su familia pueden comunicarse con el INADI (que tiene sedes en todo el país) para explicarle qué les pasó y para saber si pueden hacer una denuncia contra el gobierno de la provincia donde viven e iniciarle un juicio por discriminación. El INADI cuenta con un área de asesoramiento jurídico gratuito que puede informarte sobre qué es lo que más les conviene hacer para defenderte. Además, si comprueban que ese gobierno está discriminando de forma sistemática a muchas personas por su raza o por pertenecer a un grupo social determinado, pueden denunciar esto ante la Unidad Fiscal para la investigación de Delitos Relativos a la Seguridad Social (UFISES), que se encarga de sancionar a los funcionarios públicos que no cumplen con sus deberes tal como lo exige la ley.


  3. En el colegio el profesor y mis compañeros me agreden por ser de nacionalidad boliviana.


  Nuestra Constitución defiende el principio de igualdad. Esto quiere decir que ni el Estado ni las personas pueden tratar de manera desigual a dos personas solamente por ser de distinta nacionalidad. Por eso es ilegal que sus compañeros y el profesor lo maltraten por el solo hecho de ser boliviano.


  La Ley de Penalización de Actos Discriminatorios (nº 23.592) dice que quien discrimine a una persona afectando cualquiera de sus derechos estará obligado a terminar con el acto discriminatorio e indemnizar a la víctima por el daño moral y material que le hizo sufrir. Esta ley pone especial atención a discriminaciones sobre la base de la nacionalidad.


  Por eso, tanto sus compañeros como el profesor deben dejar de maltratarlo inmediatamente. Además, todos ellos pueden llegar a pagarle una indemnización por los daños materiales y morales que le hayan ocasionado al maltratarlo.


  En un caso como este puede comunicarte con el INADI (que tiene sedes en todo el país) para explicar qué fue lo que pasó y para que le digan si puede hacer una denuncia contra sus compañeros, el profesor y el colegio y, eventualmente, también iniciar un juicio por discriminación contra todos ellos. El INADI cuenta con un área de asesoramiento jurídico gratuito que puede informar sobre qué es lo que más le conviene hacer para defenderse. Además, también puede hacer una denuncia por discriminación ante el Ministerio de Educación de la Nación, que debe intervenir rápidamente en su problema.


  4. Me despidieron del trabajo por ser “demasiado viejo”.


  La Ley de Penalización de Actos Discriminatorios (nº 23.592) dice que quien discrimine a una persona afectando cualquiera de sus derechos estará obligado a terminar con el acto discriminatorio e indemnizar a la víctima por el daño moral y material que le hizo sufrir. Esta ley pone especial atención a discriminaciones sobre la base de la condición social de la víctima (en este caso, el “ser demasiado viejo”). A su vez, la Ley de Contrato de Trabajo dice que está prohibido discriminar entre trabajadores por motivos de sexo, raza, nacionalidad, religiosos, políticos, gremiales o de edad. Por lo tanto, como lo despidieron por ser “demasiado viejo”, puede pedir que anulen el despido y exigir que lo indemnicen por los daños que le haya causado el despido, tal como dice la ley 23.592.


  También puede comunicarse con el INADI (que tiene sedes en todo el país) para que le explique qué fue lo que pasó y para que le digan si puede hacer una denuncia contra su empleador y, eventualmente, iniciarle un juicio por discriminación. El INADI cuenta con un área de asesoramiento jurídico gratuito que puede informar sobre qué es lo que más le conviene hacer para defenderse.


  Además, puede recurrir al Ministerio de Trabajo de la Nación. Allí hay abogados que ofrecen asesoramiento gratuito para casos de despidos y temas laborales en general relacionados con la discriminación.


  5. Los vecinos me insultan porque dicen que, por ser una persona de origen oriental, “soy sucio”.


  El artículo 16 de la Constitución Nacional dice que todos los habitantes somos iguales ante la ley. Esto quiere decir que ni el Estado ni las personas pueden tratar de manera desigual a dos personas solamente por ser de distinta nacionalidad u origen. A su vez, la ley 23.592 dice que quien arbitrariamente obstaculice o viole el derecho de otra persona basándose en la raza de esa persona, está discriminando. Por lo tanto, el afectado puede hacer una denuncia para que esa discriminación termine y para que lo indemnicen por los daños que le causó el acto discriminatorio.


  En este caso, los vecinos que lo agreden están cometiendo un acto ilegal de discriminación. En ese caso, también corresponde comunicarse con el INADI.


  6. Mi jefe y compañeros de trabajo me maltratan porque tengo la piel morena.


  La Ley de Contrato de Trabajo dice que todos los trabajadores deben recibir “igualdad de trato”. Esto significa que en igualdad de condiciones todos los trabajadores deben ser tratados por igual. A su vez, esta ley dice que está prohibido discriminar entre los trabajadores por su sexo, raza, nacionalidad, religión, opinión política o su edad.


  La Ley de Penalización de Actos Discriminatorios (nº 23.592) dice que quien discrimine a una persona afectando cualquiera de sus derechos estará obligado a terminar con el acto discriminatorio e indemnizar a la víctima por el daño moral y material que le hizo sufrir. Esta ley pone especial atención a discriminaciones sobre la base de las características físicas de las personas (por ejemplo, la piel morena de este caso).


  Como podemos ver, nuestra ley lo protege de la discriminación por parte de sus compañeros de trabajo y su jefe. En ese caso, también corresponde comunicarse con el INADI.


  7. La Policía me agrede y presume que soy una delincuente por ser travesti.


  La Constitución Nacional dice, en su artículo 18, que todas las personas deben ser consideradas inocentes hasta que no haya un juicio que diga lo contrario. Por lo tanto, la policía no puede presumir que alguien (sea de la condición sexual que fuere) es delincuente sin que haya un juicio que lo establezca.


  El hecho de que la Policía lo prejuzgue y diga que usted delincuente porque es travesti no sólo viola el artículo 18 de la Constitución Nacional sino que también viola la Ley Antidiscriminatoria (nº 23.592).


  Por lo tanto, si es la víctima de este maltrato policial, tiene derecho a denunciar el actuar de la Policía y a exigir que lo indemnicen por los daños que le causó el acto discriminatorio.


  En un caso como este, puede comunicarse con la Fiscalía de Investigaciones Administrativas (FIA), que se encarga de investigar los casos de abusos policiales y de discriminación en la policía, para denunciar el accionar de la policía y buscar a los responsables. Además, puede comunicarse con el INADI.


  8. Estaba trabajando desde hacía tres meses en una empresa. Cuando conté que soy homosexual, me despidieron dándome excusas pobres y sin ningún fundamento.


  La Ley de Penalización de Actos Discriminatorios (nº 23.592) dice que quien discrimine a una persona afectando cualquiera de sus derechos estará obligado a terminar con el acto discriminatorio e indemnizar a la víctima por el daño moral y material que le hizo sufrir. Esta ley pone especial atención a discriminaciones sobre la base de la orientación sexual de las personas (por ejemplo, la homosexualidad). A su vez, la Ley de Contrato de Trabajo prohíbe discriminar entre los trabajadores sobre la base de su orientación sexual. Por lo tanto, puede pedir que se anule el despido y que lo indemnicen por los daños que le causó el acto discriminatorio. Y también puede comunicarse con el INADI e ir al Ministerio de Trabajo de la Nación.
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